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León, Guanajuato, a 8 ocho de julio del año 2011 dos mil once. . . . . . . . . . 

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 148/2011-JN, promovido por el ciudadano J. Refugio Muñoz Loza; y. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que, la parte actora, se ostentó sabedora de los actos impugnados; esto es, el 28 veintiocho  de febrero del 2011 dos mil diez; sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente la modificación del valor fiscal del inmueble ubicado en la colonia “El Palote” de esta ciudad; se encuentra acreditada en autos, tanto con las documentales, admitidas al actor como pruebas, como lo son los recibos oficiales RA 8561324 (ocho-cinco-seis-uno-tres-dos-cuatro) y AA 0693606 (cero-seis-nueve-tres-seis-cero-seis), de fechas 24 veinticuatro de febrero de 2010 dos mil diez y 28 veintiocho de febrero de 2011 dos mil once, respectivamente, en donde se aprecia modificación en el valor fiscal del inmueble citado, de $18,000.00 (Dieciocho mil pesos 00/100 moneda nacional a $8’742,000.00 (Ocho millones setecientos cuarenta y dos mil pesos 00/100 moneda nacional); y, la impresión del estado de cuenta de fecha 11 once de abril del 2011 dos mil once ( visibles a fojas 11 once y 13 trece del presente expediente), así como las documentales (localizables a fojas 25 veinticinco, 28 veintiocho y 29 veintinueve) ofrecidas por el Tesorero demandado, las que consisten en la orden de valuación, folio 252615-10 (dos-cinco-dos-seis-uno-cinco guión uno-cero), de fecha 29 veintinueve de noviembre de 2010 dos diez; la notificación del resultado del avalúo, folio 0737646 (cero-siete-tres-siete-seis-cuatro-seis), de fecha 15 quince de diciembre de 2010 dos mil diez; y, el avalúo, folio 252615 (dos-cinco-dos-seis-uno-cinco), de fecha 6 seis de diciembre del mismo año que el anterior, mediante el cual se asigna un valor al inmueble de $8’742,000.00 (Ocho millones setecientos cuarenta y dos mil pesos 00/100 moneda nacional). Documentales a las que este Juzgador les concede pleno valor probatorio, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores públicos en ejercicio de sus funciones; y al estado de cuenta, no obstante ser un documento privado, por estar relacionado con las documentales públicas señaladas, pues se refiere a la cuenta predial y catastral del inmueble, su ubicación, valor y el nombre del propietario; por lo que no puede restársele valor probatorio alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Aunado a todo lo anterior, es de destacar que el Tesorero, al contestar los hechos de la demanda, reconoce expresamente que se realizó el avalúo, es decir el que modifica el valor fiscal del inmueble. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En cuanto al acto consistente en la falta de formalidades seguidas en la modificación del valor fiscal; se acredita con la documental pública a que ya se ha hecho mención, relativa a la orden de valuación, folio 252615-10 (dos-cinco-dos-seis-uno-cinco guión uno-cero) y, el avalúo folio 252615 (dos-cinco-dos-seis-uno-cinco). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Tanto del escrito de demanda, como de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que el ciudadano J. Refugio Muñoz Loza, es propietario de un inmueble ubicado en la colonia El Palote de esta ciudad, con una superficie de 30,000.00 m2 (Treinta mil metros cuadrados); y con cuenta predial número 03-R-000447-001 (cero-tres guión R guión cero-cero-cero-cuatro-cuatro-siete guión cero-cero-uno). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Que dicho inmueble, para efectos del pago del impuesto predial del 2010 dos mil diez, tuvo un valor fiscal de $18,000.00 (Dieciocho mil pesos 00/100 moneda nacional); resultando que para el pago de dicho impuesto para el ejercicio fiscal del año 2011 dos mil once, el inmueble tiene un valor asignado de $8’742,000.00 (Ocho millones setecientos cuarenta y dos mil pesos 00/100 moneda nacional), alegando el actor que dicho valor fue modificado de forma arbitraria, al no seguirse las formalidades esenciales establecidas en la ley de la materia, pues niega lisa y llanamente, haber tenido conocimiento de la práctica de algún avalúo en el año 2010 dos mil diez y su notificación; pero que sin embargo, a fin de evitar requerimientos, bajo protesta, con fecha 28 veintiocho de febrero de 2011 dos mil once, hizo el pago del impuesto predial para el año en curso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

 Así las cosas, el Tesorero Municipal al contestar la demanda, expuso que si se practicó un avalúo siguiendo las formalidades legales, como lo acredita con la orden de valuación; notificación del resultado del avalúo; y, el avalúo mismo, por lo que no se causó agravio alguno al actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ante lo expresado por el demandado, mediante ampliación de demanda, el actor sostuvo principalmente, que el avalúo que anexa fue practicado por un perito distinto a los que se designaron en la orden de valuación, reiterando por ello que no se siguieron las formalidades esenciales del procedimiento, constituyendo tal punto el punto controvertido en el presente proceso. . . . . . . . .  

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, no se advierte que las autoridades demandadas hayan invocado causal alguna de improcedencia o sobreseimiento, ni este Juzgador, de oficio, considera la actualización de alguna que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- No existiendo impedimento legal, se procede al análisis de los conceptos de impugnación planteados respecto de los actos impugnados. . . . . . . 

De los conceptos de impugnación expresados por el actor, quien resuelve se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el que enumera como Segundo en el escrito inicial de demanda, sin necesidad de transcribirlo así como tampoco los demás; sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el segundo concepto de impugnación, expone el actor: . .

“SEGUNDO.- De acuerdo… siendo el único motivo por el cual se modificaría la base gravable del impuesto predial, un avalúo que tiene como supuesta fecha de realización el 2010/12/06,… este debió ser practicado por peritos autorizados, y al no haberse realizado de acuerdo a lo dicho, se impone un valor al inmueble…de manera arbitraria…” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En relación directa con lo argumentado en el segundo concepto de impugnación, en los párrafos cuarto y quinto del escrito de ampliación de demanda, (visibles a foja 42 cuarenta y dos); el actor pronuncia esencialmente que el avalúo que exhibe el Tesorero, fue realizado por “Carlos Alberto López Estrada” y no como lo ordenó la Tesorería, por “Emmanuel Zúñiga y Alejandro Peña”, por lo que no fue realizado conforme la orden de valuación. . . . . . . . . . . . 
Por su parte, el Tesorero Municipal, como argumento para demostrar la ineficacia del concepto de impugnación en estudio, sólo se limita a señalar que el actor manifiesta que se incumplieron una serie de requisitos. . . . . . . . . . . . . . . 

En tanto que respecto a lo argumentado en la ampliación de demanda, el perito Carlos Alberto López Estrada; y, el Coordinador Martín Aguilar Huerta, al contestar la ampliación, exteriorizaron que el hecho de que el avalúo haya sido realizado por el primero de los mencionados y no como lo ordenó la Tesorería; no le causa agravio alguno al actor, ya que por cuestiones administrativas internas, es que las personas que se encargan de llevar a cabo el levantamiento de campo son unas, y quien autoriza y revisa que lo asentado y recabado en campo sea correcto y se contengan los requisitos técnicos son otros peritos. De lo anterior se desprende la confesión expresa de las demandadas de que el avalúo no fue practicado por los peritos designados en la orden correspondiente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Este Juzgador considera que es fundado el concepto de impugnación que se examina, en cuanto a la designación de los peritos facultados para elaborar el avalúo; ya que en efecto de las constancias aportadas en la presente causa administrativa, se advierte que si bien es cierto que juntamente con su escrito de contestación de la demanda, el Tesorero Municipal-, aportó el original de la orden de valuación, folio 252615-10 (dos-cinco-dos-seis-uno-cinco guión uno-cero), emitida con fecha 29 veintinueve de noviembre del año próximo pasado, (Visible a foja 25 veinticinco de la presente causa administrativa y a la que se le otorga, como ya se dijo anteriormente, pleno valor probatorio por ser un documento público expedido por servidor público en ejercicio de sus funciones); sosteniendo así, con ello, la legalidad de los actos que se impugnan, al sí haberse emitido una orden de valuación; cierto es también el hecho de que, en el procedimiento para la práctica del avalúo, no se siguió lo ordenado en la orden de valuación referida, pues como se advierte de su lectura, a quien se ordenó y facultó para la práctica del avalúo fue a los ciudadanos Alejandro Peña y Emmanuel Zúñiga, personal adscrito a la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, por lo que debían ser dichos peritos los únicos facultados para practicar el avalúo al inmueble propiedad de la poderdante del actor, atento a lo que dispone el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que a la letra establece: 

“ARTÍCULO 176. La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por los peritos que se designen para este efecto.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Siendo que en el caso que nos ocupa no se hizo así; lo que confiesan expresamente las autoridades demandadas, ya que consta en el avalúo por regularización, folio 252615 (dos-cinco-dos-seis-uno-cinco) de fecha 6 seis de diciembre de 2010 dos mil diez, aportado por el Tesorero como prueba de su intención (foja 29 veintinueve del expediente); que quien materialmente lo practicó y elaboró fue el Perito de Catastro Carlos Alberto López Estrada; no cumpliéndose con ello, de manera alguna, lo ordenado por la Tesorería y al imperativo contenido en el primer párrafo del artículo 176 de la Ley de Hacienda antes citada; pues durante la secuela del presente proceso no se ofreció medio de prueba alguno, por el cual se acreditara que dicho Perito fue designado para la práctica del avalúo ordenado por el Tesorero Municipal; lo que trae como consecuencia que el procedimiento administrativo de valuación sea ilegal al existir un vicio que afecta la defensa del particular y una omisión a un requisito formal exigido por la ley, como lo es el que el avalúo sea practicado por los peritos que se designen para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aunado a lo anterior, se debe agregar que tampoco se encuentra debidamente probado que la orden de valuación se le haya presentado o dado a conocer al actor legalmente; pues en el original de la orden de valuación, no consta indicio alguno que lo haga así presumir, pues incluso, en el cuerpo de la misma, donde dice “recibí”, solo se contiene una fecha y hora, pero se encuentra en blanco en cuanto al nombre de la persona, así como también el espacio de “procedió citatorio”; por lo que se concluye que a la poderdante del actor o a alguno de sus representantes legales, no les fue mostrada dicha orden; lo que sin duda constituye una violación a lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios de Guanajuato, que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 177.- En la práctica de los avalúos a que se refiere la fracción II del artículo 162 de esta Ley, los peritos deberán presentarse en hora y día hábiles y se identificarán con la documentación correspondiente, en el inmueble que deba ser objeto de la valuación y mostrarán a sus ocupantes la orden respectiva.” (lo subrayado es nuestro). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


De donde de la correcta interpretación del dispositivo legal antes citado, se desprende la obligación irrestricta de que sea el perito designado por el Tesorero Municipal en la orden de avalúo, quien deba presentarse en día y hora hábil en el inmueble a valuar; y no como en el caso que nos ocupa, donde el perito que elaboró el avalúo no figura entre los facultados por el Tesorero para realizar tal actividad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación marcado como primero, por existir una omisión de un requisito formal exigido en la ley y un vicio en el procedimiento que para la práctica de todo avalúo se establece en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que sin duda, afecta la defensa del particular, como lo es el hecho de que quien realizó el avalúo no estaba facultado, y que no se acredita que se le haya mostrado o dado a conocer, al actor la orden de valuación de fecha 29 veintinueve de noviembre de 2010 dos mil diez; por lo que con fundamento en el artículo 302, fracciones II y III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declara nulo el acto impugnado consistente en la modificación del valor fiscal de $18,000.00 (Dieciocho mil pesos 00/100 moneda nacional), a $8’742,000.00 (Ocho millones setecientos cuarenta y dos mil pesos 00/100 moneda nacional) asignado al predio ubicado en la colonia El Palote de esta ciudad, con cuenta predial número 03-R-000447-001 (cero-tres guión R guión cero-cero-cero-cuatro-cuatro-siete guión cero-cero-uno), propiedad del actor; al estar sustentado en un avalúo practicado fuera del contexto legal, por lo que en consecuencia procede decretar la nulidad total de la modificación del valor fiscal impugnado, en los términos de la fracción II del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

No es óbice a lo anterior, el señalar que, para este Juzgador, el acto impugnado consistente en la falta de formalidades seguidas para la modificación en el valor fiscal del inmueble del actor, no constituye un acto administrativo, sino que es fuente de los conceptos de impugnación expresados por el actor, por lo que no procede declararse sobre su legalidad o ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- En virtud de que el segundo concepto de impugnación analizado, resultó fundado y es suficiente para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

OCTAVO.- De lo pretendido por el actor, se encuentra también lo concerniente a la devolución del importe que pagó por concepto de impuesto predial del período 2011/01 al 2011/06, según lo acredita con el recibo oficial AA-0693606 (AA cero-seis-nueve-tres-seis-cero-seis) de fecha 28 veintiocho de febrero de 2011 dos mil once. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Al respecto, para este Juzgador es procedente reconocer el derecho del  actor, a que la Tesorería Municipal le devuelva la cantidad de $66,152.46 (Sesenta y seis mil ciento cincuenta y dos pesos 46/100 moneda nacional) importe que, bajo protesta, pagó por concepto de impuesto predial por seis bimestres del año 2011 dos mil once, toda vez que dicho impuesto fue calculado de acuerdo al valor fiscal resultado de la modificación decretada nula en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Por otra parte, el impetrante del proceso, también pretende el “pago de intereses” de acuerdo a lo establecido en los artículos 50 y 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de lo que no ha lugar a hacer pronunciamiento alguno, con sustento en lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . .  

El artículo 50 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, no prevé que se pueda solicitar el pago de intereses, cuando se haya efectuado un pago bajo protesta; aunado al hecho de que el artículo 53 de dicha Ley de Hacienda, consigna que el pago de intereses se causará si no se efectúa la devolución dentro del plazo de dos meses siguientes a que se presentó la solicitud. Dicho artículo guarda íntima relación con el artículo 52 de la misma Ley de Hacienda mencionada, ya que establece que si el pago se hubiere efectuado en cumplimiento de acto de autoridad, el derecho a la devolución nace cuando dicho acto hubiere quedado insubsistente, por lo que para efectos de esta causa administrativa el plazo de dos meses a que hace mención el artículo 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, empezaría a correr una vez que causara ejecutoria la presente resolución, es por ello que no ha lugar a condenar a las autoridades demandadas al pago de intereses. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

NOVENO.- Dentro de las pretensiones del justiciable, se encuentra también lo concerniente al reconocimiento del derecho de que su poderdante pague el impuesto predial por el año 2011 dos mil once, en base al valor fiscal registrado a la fecha, hasta en tanto no se realice nuevo avalúo fiscal, es decir pagar el impuesto predial correspondiente al año en curso, al valor del inmueble que sirvió de base para el pago de dicho impuesto para el año 2010 dos mil diez. 

Al respecto, para este Juzgador es procedente reconocer el derecho del actor, a que la base para el pago del impuesto predial para el ejercicio fiscal del año 2011 dos mil once, lo sea el valor fiscal anterior al consignado en el avalúo folio número 252615 (dos-cinco-dos-seis-uno-cinco) de fecha 6 seis de diciembre de 2010 dos mil diez, al haberse practicado este fuera del contexto legal, ello en congruencia a lo establecido en el tercer párrafo del artículo 168 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, siguiéndose para efectos del pago de dicho impuesto, los lineamientos que se contemplan en dicho ordenamiento legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II; y, 302, fracciones  II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

PRIMERO.- Este Juzgado Segundo Administrativo Municipal resultó competente para conocer y resolver del presente proceso administrativo. . . . . . . 

SEGUNDO.- Resultó procedente el presente proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se decreta la nulidad total de la modificación del valor fiscal que de $18,000.00 (Dieciocho mil pesos 00/100 moneda nacional) a $8’742,000.00 (Ocho millones setecientos cuarenta y dos mil pesos 00/100 moneda nacional), que le fue asignado al inmueble ubicado en la colonia El Palote de esta ciudad; con cuenta predial número 03-R-000447-001 (cero-tres guión R guión cero-cero-cero-cuatro-cuatro-siete guión cero-cero-uno) con motivo del avalúo folio 252615 (dos-cinco-dos-seis-uno-cinco) practicado el 6 seis de diciembre de 2010 dos mil diez; por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
CUARTO.- Se ordena a la Tesorería Municipal, a que haga la devolución al actor, de la cantidad de $66,152.46 (Sesenta y seis mil ciento cincuenta y dos pesos 46/100 Moneda Nacional), cantidad que pagó, bajo protesta, por concepto de impuesto predial -período 2011/01 al 2011/06-, en las cajas de dicha dependencia, extendiéndosele recibo oficial AA-0693606 (AA guión cero-seis-nueve-tres-seis-cero-seis); lo que se deberá realizar dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a que cause ejecutoria esta resolución, debiendo informar a este Juzgado del cumplimiento dado al presente resolutivo y acompañando las constancias relativas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- No ha lugar a condenar a las autoridades demandadas al pago de intereses, en base a lo señalado en el Considerando Octavo de este fallo. . . . 

SEXTO.-   Se reconoce el derecho del ciudadano J. Refugio Muñoz Loza, a que la base para el pago del impuesto predial para el ejercicio fiscal del 2011 dos mil once, lo sea el valor fiscal del inmueble anterior, al valor asignado por el avalúo número de folio 252615 (dos-cinco-dos-seis-uno-cinco) practicado el 6 seis de diciembre de 2010 dos mil diez. Ello en los términos precisados en el Considerando Noveno de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

